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Accionante: Sandra Milena Zambrano Torres 

Accionado: Juzgado 4º de EPMS de Pereira

Decisión: Niega


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEFINICIÓN Y EFECTOS / TORNA IMPROCEDENTE LA CONCESIÓN DEL AMPARO.
… la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen:

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto…”.
Como quiera que lo pretendido por la accionante es atacar una decisión judicial a través de este mecanismo constitucional, debe señalarse que para esos fines la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente…
En el caso que ocupa la atención de la Sala, la accionante no indica cuál de esas causales invoca, y aunque sería válido proceder a realizar el análisis del asunto para determinarlo de manera oficiosa partiendo de lo narrado en libelo petitorio, antes de realizar tal estudio es necesario mirar detenidamente las causales generales de procedencia de tutela. (…)
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que la accionante pretende que en esta instancia se usurpen las funciones que le fueron delegadas al Juez de Ejecución de Penas para analizar los requisitos objetivos y subjetivos para la concesión del beneficio al que se ha hecho referencia y entrar a tomar las decisiones del caso.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por la señora SANDRA MILENA ZAMBRANO TORRES, en contra del JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA. 
ANTECEDENTES:
Refirió la accionante que en el mes de agosto de 2019 estaba gozando de libertad condicional por un delito; que le envió al Juzgado 4 de Ejecución de Penas una solicitud de libertad condicional por otro delito, sin embargo, ese Despacho no accedió a sus pretensiones, argumentando que mientras ella estuvo en prisión domiciliaria le revocaron dicho beneficio, haciendo alusión a su reincidencia, con lo que desconoció esa célula judicial que no hubo de su parte una nueva conducta delictiva sino que se le estaba investigando por hechos anteriores a su detención.

Argumentó la señora Sandra Milena que el Juzgado demandado, al momento de valorar la gravedad de su conducta, no ha tenido en consideración su resocialización y su buena conducta intramural.

Refirió que el 26 de noviembre de 2019 se le hizo un requerimiento por parte del Juzgado para que acreditara su arraigo, a fin de otorgarle el mecanismo sustitutivo de prisión domiciliaria consagrada en el artículo 38G del Código Penal, carga con la cual cumplió oportunamente desde el 29 de noviembre de 2019, sin haber recibido respuesta a la fecha. Enfatizó que su progenitora padece graves problemas de salud, sin que cuente con algún familiar que se haga responsable de su cuidado. 

Por otro lado, el 27 de noviembre de 2019 promovió recurso de apelación en contra del auto interlocutorio por medio del cual el Jugado le negó el subrogado de la libertad condicional, pero hasta ahora no ha recibido ninguna respuesta. 

También puso de presente que el Juzgado ha guardado silencio con respecto a sus peticiones de redención de pena correspondientes a los meses de abril, mayo y junio de 2016, así como octubre, noviembre, y diciembre de 2019, resaltando que dicho reconocimiento le serviría para demostrar que ha purgado más del 80% de la condena, y que tiene derecho a que se le conceda el subrogado de libertad condicional. 
Expuso que la Corte Suprema de Justicia, en su Sala de Casación Penal, ha señalado recientemente que los Jueces de Ejecución de Penas deben tener en cuenta en el momento de la valoración de la conducta punible, la participación del condenado en “actividades programadas”, su proceso de resocialización y readaptación social. 
La pretensión de la accionante está enfocada en que se le conceda el subrogado de libertad condicional, y así poder cuidar de su madre enferma, para lo cual pidió que se oficie al Despacho accionado para que suministre la documentación de sus redenciones, cómputos, acta de disciplina, cartilla biográfica y demás necesarios para ese fin.
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho sustanciador avocó el conocimiento de la presente actuación mediante auto del 27 de enero de 2020, mediante el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Despacho accionado para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción, además se ordenó la vinculación oficiosa de quien funge como apoderado(a) judicial del accionante ante el Despacho accionado.  

INTERVENCIONES:
Dentro del término de traslado se recibió respuesta por parte del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, mediante la cual alegó en su defensa lo siguiente: 

En primer lugar, señaló que la accionante no efectuó un relato ceñido a la realidad procesal de la actuación que vigila ese Juzgado, dado que si bien es cierto ese Despacho decidió en el pasado revocarle la prisión domiciliaria de la cual gozaba en su condición de madre cabeza de familia, ello se debió a que se tuvo conocimiento de su reincidencia en una nueva conducta delictual, de tal modo que se adelantó el trámite consagrado en el artículo 477 del Estatuto de Procedimiento Penal, sin encontrar justificadas las explicaciones rendidas por la condenada para ese momento, decisión en contra de la cual Ella no interpuso ningún recurso. 
Por otro lado, reconoció que a la penada se le negó el subrogado de libertad condicional, mediante auto 4249 de noviembre 20 de 2019, al resultarle adversa la valoración de la conducta punible, en contra del cual la penada interpuso el recurso de apelación, cuyo resultado hasta ahora se desconoce, pero aclaró que la alzada se concedió con auto de diciembre 16 de 2019. 
Además, recalcó que las circunstancias narradas por la actora en relación con su progenitora, nada tiene que ver con los requisitos que se deben acreditar para acceder al subrogado ahora pretendido. 
Así mismo, contó que el 21 de enero hogaño se recibió en esa oficina una nueva solicitud de libertad condicional impetrada por la accionante, la cual se encuentra en el número 33 de 42, de las peticiones de libertad condicional a cargo del asistente jurídico del despacho para resolver. De allí que considerara útil mencionar que ese Juzgado, a partir del pronunciamiento de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia mediante providencia 107664 de noviembre 19 de 2019, modificó el criterio para el estudio de los requisitos reglados en el artículo 64 del Código Penal, razón por la cual a pesar de ya existir decisión de fondo, se pasará a estudiar nuevamente dicha solicitud. 

Por último, sostuvo que la acción de tutela no puede ser utilizada como una vía alternativa para acceder a un beneficio administrativo, pues la ley consagra los mecanismos adecuados para su debate, en especial porque, al igual que la libelista, hay varias personas privadas de la libertad que esperan acceder a dicho derecho en el menor tiempo posible.
En ese orden, pidió que se nieguen las pretensiones formuladas en esta actuación.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, se han vulnerado las prerrogativas constitucionales de la accionante, por negarse a concederle su solicitud de libertad condicional.  
3. Solución: 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
:
“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Del caso concreto. 

En esta oportunidad, la accionante procura que se le conceda a través de este mecanismo judicial especial el beneficio de la libertad condicional, o en su defecto la prisión domiciliaria como madre cabeza de familia, toda vez que considera acreditar todos los requisitos para ambos beneficios administrativos, recalcando además que su progenitora se encuentra enferma y necesita de sus cuidados.    

Como quiera que lo pretendido por la accionante es atacar una decisión judicial a través de este mecanismo constitucional, debe señalarse que para esos fines la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.”
 

Así mismo, esa Alta Corporación ha definido
 dichos defectos así: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso del proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

8. Violación directa de la Constitución, tiene lugar, entre otros eventos, cuando, amparada en la discrecionalidad interpretativa, la decisión judicial se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados amparados por la Carta Política.

Por lo tanto, se hace necesario que quien pretenda atacar una decisión judicial vía tutela, describa claramente los hechos que generaron la presunta violación de sus derechos fundamentales, tratando en la medida de lo posible, de identificar cuál de los defectos o causales especiales es la que configura la presunta vía de hecho. 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, la accionante no indica cuál de esas causales invoca, y aunque sería válido proceder a realizar el análisis del asunto para determinarlo de manera oficiosa partiendo de lo narrado en libelo petitorio, antes de realizar tal estudio es necesario mirar detenidamente las causales generales de procedencia de tutela. 

En ese orden de ideas, se tiene que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, ello por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta la peticionaria para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la Ley, sobre las cuales solo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez de tutela. En este sentido, la Corte Constitucional dijo en la sentencia SU-026 de 2012 que:

“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. 

Igualmente en la Sentencia SU-424 de 2012 señaló: 

“(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten”.

Todo lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto, la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que la accionante pretende que en esta instancia se usurpen las funciones que le fueron delegadas al Juez de Ejecución de Penas para analizar los requisitos objetivos y subjetivos para la concesión del beneficio al que se ha hecho referencia y entrar a tomar las decisiones del caso. 

En ese orden de ideas, no le es dable al Juez de tutela conceder, de manera alternativa a las vías judiciales ordinarias, beneficios que no son de su competencia; es por ello que la accionante deberá esperar los resultados de su recurso de apelación en contra del auto por medio del cual el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad le negó el subrogado de libertad condicional, el cual hasta ahora no se ha resuelto porque, como lo hizo saber el aludido Despacho, el asunto fue remitido al fallador el 16 de diciembre de 2019, es decir, a tan solo 2 días de la vacancia judicial, de allí que se justifique en cierto modo la tardanza para dirimir la controversia.
Aunado a lo anterior, el Juzgado de Ejecución de Penas hizo saber que tiene a despacho una nueva petición de libertad condicional recibida el 21 de enero hogaño, frente a la cual hará un pronunciamiento de fondo con base en los planteamientos de la Corte Suprema de Justicia en la Sentencia 107664 del 19 de noviembre de 2019, a la cual hizo alusión la libelista; por lo que debe ser allí donde sean zanjados los requerimientos hechos por la actora en esta ocasión. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE: 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela invocada por la señora SANDRA MILENA ZAMBRANO TORRES en contra del JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA; conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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